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Construyendo entre todas y todos una educación
para la vida con Equidad, Excelencia y Bienestar

En la presente recopilación queremos reseñar de manera referencial las normas que inciden en el proceso 

de prestación del servicio educativo, sobre todo en los Establecimientos Educativos Oficiales que han sido 
reconocidos como mayoritariamente etno afrodescendiente y o se encuentran en territorios colectivos y 

reconocidos como territorios afrodescendientes con el reconocimiento legal de sus Consejos Comunitarios. 

Norma Parte Pertinente

Constitución 
Nacional de 1991

ARTICULO 7o. El Estado reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación 

colombiana.

ARTICULO 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección 

y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin 
ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, 

opinión política o filosófica.
El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará 

medidas en favor de grupos discriminados o marginados.

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, 

física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los 
abusos o maltratos que contra ellas se cometan.

ARTÍCULO 68. (...) Las integrantes de los grupos étnicos tendrán derecho a una formación que 
respete y desarrolle su identidad cultural.

Ley 21 de 1991
Por medio de la 

cual se aprueba 

el Convenio 

número 169 sobre 

pueblos indígenas 

y tribales en países 

independientes, 

adoptado por la 

76a. reunión de 

la Conferencia 

General de la 

O.I.T., Ginebra 

1989

ARTICULO  7° 
1.	 Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades en 

lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que éste afecte a sus vidas, 

creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o utilizan de alguna 

manera, y de controlar, en la medida de lo posible, su propio desarrollo económico, social 

y cultural. Además, dichos pueblos deberán participar en la formulación, aplicación y 
evaluación de los planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de 

afectarles directamente.

2.	 El mejoramiento de las condiciones de vida y de trabajo y del nivel de salud y educación 

de los pueblos interesados, con su participación y cooperación, deberá ser prioritario en 

los planes de desarrollo económico global de las regiones donde habitan. Los proyectos 
especiales de desarrollo para estas regiones deberán también elaborarse de modo que 

promuevan dicho mejoramiento.
3.	 Los gobiernos deberán velar porque, siempre que haya lugar, se efectúen estudios, en 

cooperación con los pueblos interesados, a fin de evaluar la incidencia social, espiritual 
y cultural y sobre el medio ambiente que las actividades de desarrollo previstas puedan 

tener sobre esos pueblos. Los resultados de estos estudios deberán ser considerados como 

criterios fundamentales para la ejecución de las actividades mencionadas.

4.	 Los gobiernos deberán tomar medidas, en cooperación con los pueblos interesados, para 

proteger y preservar el medio ambiente de los territorios que habitan.
ARTICULO 27
1.	 Los programas y los servicios de educación destinados a los pueblos interesados deberán 

desarrollarse y aplicarse en cooperación con éstos a fin de responder a sus necesidades 
particulares, y deberán abarcar su historia, sus conocimientos y técnicas, sus sistemas de 
valores y todas sus demás aspiraciones sociales, económicas y culturales.

2.	 La autoridad competente deberá asegurar la formación de miembros de estos pueblos 

y su participación en la formulación y ejecución de programas de educación, con miras 

a transferir progresivamente a dichos pueblos la responsabilidad de la realización de esos 
programas, cuando haya lugar.

3.	 Los gobiernos deberán velar porque, siempre que haya lugar, se efectúen estudios, en 
cooperación con los pueblos interesados, a fin de evaluar la incidencia social, espiritual 
y cultural y sobre el medio ambiente que las actividades de desarrollo previstas puedan 

tener sobre esos pueblos. Los resultados de estos estudios deberán ser considerados como 

criterios fundamentales para la ejecución de las actividades mencionadas.
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4.	 Los gobiernos deberán tomar medidas, en cooperación con los pueblos interesados, para 

proteger y preservar el medio ambiente de los territorios que habitan.
ARTICULO 27
1.	 Los programas y los servicios de educación destinados a los pueblos interesados deberán 

desarrollarse y aplicarse en cooperación con éstos a fin de responder a sus necesidades 
particulares, y deberán abarcar su historia, sus conocimientos y técnicas, sus sistemas de 
valores y todas sus demás aspiraciones sociales, económicas y culturales.

2.	 La autoridad competente deberá asegurar la formación de miembros de estos pueblos 

y su participación en la formulación y ejecución de programas de educación, con miras 

a transferir progresivamente a dichos pueblos la responsabilidad de la realización de esos 
programas, cuando haya lugar.

3.	 Además, los gobiernos deberán reconocer el derecho de esos pueblos a crear sus 
propias instituciones y medios de educación, siempre que tales instituciones satisfagan las 

normas mínimas establecidas por la autoridad competente en consulta con esos pueblos. 

Deberán facilitárseles recursos apropiados con tal fin.
ARTICULO 28
1.	 Siempre que sea viable, deberá enseñarse a los niños de los pueblos interesados a leer 

y a escribir en su propia lengua indígena o en la lengua que más comúnmente se hable 
en el grupo a que pertenezcan. Cuando ello no sea viable, las autoridades competentes 

deberán celebrar consultas con esos pueblos con miras a la adopción de medidas que 

permitan alcanzar este objetivo.

2.	 Deberán tomarse medidas adecuadas para asegurar que esos pueblos tengan la 

oportunidad de llegar a dominar la lengua nacional o una de las lenguas oficiales del país.
3.	 Deberán adoptarse disposiciones para preservar las lenguas indígenas de los pueblos 

interesados y promover el desarrollo y la práctica de las mismas.

 ARTICULO 29
Un objetivo de la educación de los niños de los pueblos interesados deberá ser impartirles 

conocimientos generales y aptitudes que les ayuden a participar plenamente y en pie de 

igualdad en la vida de su propia comunidad y en la de la comunidad nacional.

ARTICULO 30
1.	 Los gobiernos deberán adoptar medidas acordes a las tradiciones y culturas de los pueblos 

interesados, a fin de darles a conocer sus derechos y obligaciones, especialmente en lo 
que atañe al trabajo, a las posibilidades económicas, a las cuestiones de educación y 

salud, a los servicios sociales y a los derechos dimanantes del presente Convenio.
2.	 A tal fin, deberá recurrirse, si fuere necesario, a traducciones escritas y a la utilización de 

los medios de comunicación de masas en las lenguas de dichos pueblos.
ARTICULO 31
Deberán adoptarse medidas de carácter educativo en todos los sectores de la comunidad 

nacional, y especialmente en los que estén en contacto más directo con los pueblos 

interesados, con objeto de eliminar los prejuicios que pudieran tener con respecto a esos 

pueblos. A tal fin, deberán hacerse esfuerzos por asegurar que los libros de historia y demás 
material didáctico ofrezcan una descripción equitativa, exacta e instructiva de las sociedades 

y culturas de los pueblos interesados.

ARTICULO 33
1.	 La autoridad gubernamental responsable de las cuestiones que abarca el presente 

Convenio deberá asegurarse de que existen instituciones u otros mecanismos apropiados 

para administrar los programas que afecten a los pueblos interesados, y de que tales 

instituciones o mecanismos disponen de los medios necesarios para el cabal desempeño 

de sus funciones.

2.	 Tales programas deberán incluir:
	 a). La planificación, coordinación, ejecución y evaluación, en cooperación con los 

pueblos interesados, de las medidas previstas en el presente Convenio;
	 b). La proposición de medidas legislativas y de otra índole a las autoridades competentes 

y el control de la aplicación de las medidas adoptadas en cooperación con los pueblos 
interesados.
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ARTICULO 32. El Estado colombiano reconoce y garantiza a las comunidades negras el 

derecho a un proceso educativo acorde con sus necesidades y aspiraciones etnoculturales.
La autoridad competente adoptará las medidas necesarias para que en cada uno de los 

niveles educativos, los currículos se adapten a esta disposición.

ARTICULO 33. El Estado sancionará y evitará todo acto de intimidación, segregación, 

discriminación o racismo contra las comunidades negras en los distintos espacios sociales, de 

la administración pública en sus altos niveles decisorios y en especial en los medios masivos 

de comunicación y en el sistema educativo, y velará para que se ejerzan los principios de 

igualdad y respeto de la diversidad étnica y cultural.

Para estos propósitos, las autoridades competentes aplicarán las sanciones que le 

corresponden de conformidad con lo establecido en el Código Nacional de Policía, en las 

disposiciones que regulen los medios masivos de comunicación y el sistema educativo, y en 

las demás normas que le sean aplicables.

ARTICULO 34. La educación para las comunidades negras debe tener en cuenta el medio 

ambiente, el proceso productivo y toda la vida social y cultural de estas comunidades. En 

consecuencia, los programas curriculares asegurarán y reflejarán el respeto y el fomento 
de su patrimonio económico, natural, cultural y social, sus valores artísticos, sus medios de 

expresión y sus creencias religiosas. Lo currículos deben partir de la cultura de las comunidades 

negras para desarrollar las diferentes actividades y destrezas en los individuos y en el grupo, 

necesarios para desenvolverse en su medio social.

ARTICULO 35. Los programas y los servicios de educación destinados por el Estado a las 

comunidades negras deben desarrollarse y aplicarse en cooperación con ellas, a fin de 
responder a sus necesidades particulares y deben abarcar su historia, sus conocimientos 
y técnicas, sus sistemas de valores, sus formas lingüísticas y dialectales y todas sus demás 

aspiraciones sociales, económicas y culturales.

El Estado debe reconocer y garantizar el derecho de las comunidades negras a crear sus 
propias instituciones de educación y comunicación, siempre que tales instituciones satisfagan 

las normas establecidas por la autoridad competente.

ARTICULO 36. La educación para las comunidades negras debe desarrollar conocimientos 

generales y aptitudes que les ayuden a participar plenamente y en condiciones de igualdad 

en la vida de su propia comunidad y en la de la comunidad nacional.

ARTICULO 37. El Estado debe adoptar medidas que permitan a las comunidades negras 

conocer sus derechos y obligaciones, especialmente en lo que atañe al trabajo, a las 
posibilidades económicas, a la educación y la salud, a los servicios sociales y a los derechos 
que surjan de la Constitución y las Leyes.

A tal fin, se recurrirá, si fuere necesario, a traducciones escritas y a la utilización de los medios 
de comunicación en las lenguas de las comunidades negras.

ARTICULO 39. El Estado velará para que en el sistema nacional educativo se conozca y se 

difunda el conocimiento de las prácticas culturales propias de las comunidades negras y 

sus aportes a la historia y a la cultura colombiana, a fin de que ofrezcan una información 
equitativa y formativa de las sociedades y culturas de estas comunidades.

En las áreas de sociales de los diferentes niveles educativos se incluirá la cátedra de estudios 

afrocolombianos conforme con los currículos correspondientes.

ARTICULO 42. El Ministerio de Educación formulará y ejecutará una política de etnoeducación 

para las comunidades negras y creará una comisión pedagógica, que asesorará dicha 
política con representantes de las comunidades.

Ley 115 de 1994
Ley General de 

Educación

Artículo 1º.- Objeto de la Ley. La educación es un proceso de formación permanente, personal, 

cultural y social que se fundamenta en una concepción integral de la persona humana, de su 
dignidad, de sus derechos y de sus deberes.
La presente Ley señala las normas generales para regular el Servicio Público de la Educación 

que cumple una función social acorde con las necesidades e intereses de las personas, de la 

familia y de la sociedad. Se fundamenta en los principios de la Constitución Política sobre el 

derecho a la educación que tiene toda persona, en las libertades de enseñanza, aprendizaje, 
investigación y cátedra y en su carácter de servicio público.

De conformidad con el artículo 67 de la Constitución Política, define y desarrolla la organización 
y la prestación de la educación formal en sus niveles preescolar, básica (primaria y secundaria) 

y media, no formal e informal, dirigida a niños y jóvenes en edad escolar, a adultos, a 

campesinos, a grupos étnicos, a personas con limitaciones físicas, sensoriales y psíquicas, con
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Educación

capacidades excepcionales, y a personas que requieran rehabilitación social.
La Educación Superior es regulada por la ley especial, excepto lo dispuesto en la presente Ley.

Educación para grupos étnicos
Artículo 55º.- Definición de etnoeducación. Se entiende por educación para grupos étnicos 
la que se ofrece a grupos o comunidades que integran la nacionalidad y que poseen una 

cultura, una lengua, unas tradiciones y unos fueros propios y autóctonos.

Esta educación debe estar ligada al ambiente, al proceso productivo, al proceso social y 

cultural, con el debido respeto de sus creencias y tradiciones.

Parágrafo.- En funcionamiento las entidades territoriales indígenas se asimilarán a los municipios 

para efectos de la prestación del servicio público educativo, previo cumplimiento de los 

requisitos establecidos en la Ley 60 de 1993 y de conformidad con lo que disponga la ley de 

ordenamiento territorial.

Artículo 56º.- Principios y fines. La educación en los grupos étnicos estará orientada por los 
principios y fines generales de la educación establecidos en la presente Ley y tendrá en cuenta 
además los criterios de integridad, interculturalidad, diversidad lingüística, participación 

comunitaria, flexibilidad y progresividad. Tendrá como finalidad afianzar los procesos de 
identidad, conocimiento, socialización, protección y uso adecuado de la naturaleza, sistemas 

y prácticas comunitarias de organización, uso de las lenguas vernáculas, formación docente 

e investigación en todos los ámbitos de la cultura.

Artículo 57º.- Lengua materna. En sus respectivos territorios, la enseñanza de los grupos étnicos 

con tradición lingüística, propia será bilingüe, tomado como fundamento escolar la lengua 

materna del respectivo grupo, sin detrimento de lo dispuesto en el literal c) del artículo 21 de 

la presente Ley.

Artículo 58º.- Formación de educadores para grupos étnicos. El Estado promoverá y fomentará 

la formación de educadores en el dominio de las culturas y lenguas de los grupos étnicos, así 

como programas sociales de difusión de las mismas.

Artículo 59º.- Asesorías especializadas. El Gobierno Nacional a través del Ministerio de 

Educación Nacional y en concertación con los grupos étnicos prestará asesoría especializada 

en el desarrollo curricular, en la elaboración de textos y materiales educativos y en la ejecución 

de programas de investigación y capacitación etnolingüística.

Artículo 60º.- Intervención de organismos internacionales. No podrá haber injerencia de 
organismos internacionales, públicos o privados en la educación de los grupos étnicos, sin la 

aprobación del Ministerio de Educación Nacional y sin el consentimiento de las comunidades 

interesadas.

Artículo 61º.- Organizaciones educativas existentes. Las organizaciones de los grupos étnicos 

que al momento de entrar en vigencia esta Ley se encuentren desarrollando programas o 

proyectos educativos, podrán continuar dicha labor directamente o mediante convenio con 
el gobierno respectivo, en todo caso ajustados a los planes educativos regionales y locales.

Artículo 62. Selección de educadores. Las autoridades competentes, en concertación con los 

grupos étnicos, seleccionarán a los educadores que laboren en sus territorios, preferiblemente, 

entre los miembros de las comunidades en ellas radicados. Dichos educadores deberán 
acreditar formación en etnoeducación, poseer conocimientos básicos del respectivo grupo 

étnico, en especial de su lengua materna, además del castellano.

La vinculación, administración y formación de docentes para los grupos étnicos se efectuará 

de conformidad con el estatuto docente y con las normas especiales vigentes aplicables a 

tales grupos.

El Ministerio de Educación Nacional, conjuntamente con las entidades territoriales y en 

concentración con las autoridades y organizaciones de los grupos étnicos establecerá

programas especiales para la formación y profesionalización de etnoeducadores o adecuará 

los ya existentes, para dar cumplimiento a lo dispuesto en esta Ley y en la Ley 60 de 1993. 

Artículo 63º.- Celebración de contratos. Cuando fuere necesaria la celebración de contratos 

para la prestación del servicio educativo para las comunidades de los grupos étnicos, dichos 
contratos se ajustarán a los procesos, principios y fines de la etnoeducación y su ejecución 
se hará en concentración con las autoridades de las entidades territoriales indígenas y de los 
grupos étnicos.
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aprueba el 

Convenio 169 

de la OIT sobre 

pueblos indígenas 

y tribales), 
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normas sobre 

reconocimiento, 

fomento, 

protección, uso, 

preservación y 

fortalecimiento de 

las lenguas de los 

grupos étnicos de 

Colombia y sobre 

sus derechos 
lingüísticos y los de 

sus hablantes.

Artículo 1°. Naturaleza y objeto. La presente ley es de interés público y social, y tiene como 

objeto garantizar el reconocimiento, la protección y el desarrollo de los derechos lingüísticos, 
individuales y colectivos de los grupos étnicos con tradición lingüística propia, así como la 

promoción del uso y desarrollo de sus lenguas que se llamarán de aquí en adelante lenguas 

nativas. Se entiende por lenguas nativas las actualmente en uso habladas por los grupos 
étnicos del país, así: las de origen indoamericano, habladas por los pueblos indígenas, las 
lenguas criollas habladas por comunidades afrodescendientes y la lengua Romaní hablada 
por las comunidades del pueblo rom o gitano y la lengua hablada por la comunidad raizal 
del Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina.
Artículo 20. Educación. Las autoridades educativas nacionales, departamentales, distritales y 

municipales y las de los pueblos y comunidades donde se hablen lenguas nativas, garantizarán 
que la enseñanza de estas sea obligatoria en las escuelas de dichas comunidades. La intensidad 
y las modalidades de enseñanza de la lengua o las lenguas nativas frente a la enseñanza del 

castellano, se determinarán mediante acuerdo entre las autoridades educativas del Estado y 

las autoridades de las comunidades, en el marco de procesos etnoeducativos, cuando estos 

estén diseñados.

El Estado adoptará las medidas y realizará las gestiones necesarias para asegurar que en 

las comunidades donde se hable una lengua nativa los educadores que atiendan todo el 
ciclo educativo hablen y escriban esta lengua y conozcan la cultura del grupo. El Ministerio 
de Educación Nacional, en coordinación con las universidades del país y otras entidades 

idóneas motivará y dará impulso a la creación de programas de formación de docentes para 

capacitarlos en el buen uso y enseñanza de las lenguas nativas. El Ministerio de Cultura, como 

entidad del Estado responsable de impulsar la defensa y vigorización de las lenguas nativas, el 

Ministerio de Educación y las Secretarías de Educación realizarán convenios de mutuo apoyo 

y cooperación para todo lo concerniente a la enseñanza y aprovechamiento de las lenguas 
nativas en los programas educativos de los grupos étnicos.

Parágrafo. Para la atención de la población en edad escolar objeto de esta ley, podrán 

ingresar al servicio educativo personal auxiliar en lengua nativa, siempre y cuando se 

demuestre la necesidad de garantizar la adecuada prestación de dicho servicio. El ingreso 
se hará mediante un proceso de designación comunitaria el cual será reglamentado por el 
Ministerio de Educación Nacional.

Artículo 25. Día Nacional de las Lenguas Nativas. Declárase el 21 de febrero de cada año 

como Día Nacional de las Lenguas Nativas. Anualmente en esta fecha se realzará y promoverá 
el valor de la pluralidad lingüística y la diversidad cultural mediante la realización de actos y 

programas educativos a nivel nacional, en coordinación con las actividades propias del Día 

Internacional de la Lengua Materna.

Decreto 804 de 
1995

Por medio 

del cual se 

reglamenta 

la atención 

educativa para 

grupos étnicos

Artículo 10º.- Para los efectos previstos en el artículo 62 de la Ley 115 de 1994, son autoridades 

competentes de las comunidades de los grupos étnicos para concertar la selección de los 

docentes con las autoridades de las entidades territoriales, las siguientes:

El Consejo de Mayores y/o las que establezcan las organizaciones de las comunidades 

que integran la Comisión Consultiva Departamental o Regional, con la asesoría de las 
organizaciones representativas y de los comités de etnoeducación de las comunidades 

negras y raizales, Ver el Decreto Nacional 1371 de 1994 , Ver el Decreto Nacional 2248 de 1995 

y Las autoridades tradicionales de los pueblos indígenas, con la asesoría de sus organizaciones 

y/o de los comités de etnoeducación de la comunidad, donde los hubiere.
Artículo 14º.- El currículo de la etnoeducación, además de lo previsto en la Ley 115 de 1994 y 

en el Decreto 1860 del mismo año y de lo dispuesto en el presente Decreto, se fundamenta 

en la territorialidad, la autonomía, la lengua, la concepción de vida de cada pueblo, su 

historia e identidad según sus usos y costumbres. Su diseño o construcción será el producto de 
la investigación en donde participen la comunidad, en general, la comunidad educativa en 

particular, sus autoridades y organizaciones tradicionales.

El Ministerio de Educación Nacional, conjuntamente con los departamentos y distritos, 

brindará la asesoría especializada correspondiente.

Artículo 15º.- La formulación de los currículos de etnoeducación se fundamentará en las 

disposiciones de la Ley 115 de 1994 y en las conceptualizaciones sobre educación elaboradas 

por los grupos étnicos, atendiendo sus usos y costumbres, las lenguas nativas y la lógica 

implícita en su pensamiento.
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Artículo 16º.- La creación de alfabetos oficiales de las lenguas y de los grupos étnicos como 
base para la construcción del currículo de la etnoeducación, deberá ser resultado de la 

concertación social y de la investigación colectiva.

Artículo 17º.- De conformidad con los artículos 55 y 86 de la Ley 115 de 1994, los proyectos 

educativos institucionales de los establecimientos educativos para los grupos étnicos, definirán 
los calendarios académicos de acuerdo con las formas propias de trabajo, los calendarios 

ecológicos, las concepciones particulares de tiempo y espacio y las condiciones geográficas 
y climáticas respectivas.

Estos calendarios deberán cumplir con las semanas lectivas, las horas efectivas de actividad 
pedagógica y actividades lúdicas, culturales y sociales de contenido educativo. señaladas 

en el artículo 57 del Decreto 1860 de 1994.

Artículo 18º.- En la organización y funcionamiento del gobierno escolar y en la definición 
del manual de convivencia en los establecimientos educativos para los grupos étnicos, se 

deberán tener en cuenta sus creencias, tradiciones, usos y costumbres.

Artículo 19º.- La infraestructura física requerida para la atención educativa a los grupos étnicos, 

debe ser concertada con las comunidades, de acuerdo con las características geográficas, 
las concepciones de tiempo y espacio y en general con los usos y costumbres de las mismas.

Artículo 20º.- La elaboración, selección, adquisición de materiales educativos, textos, equipos 

y demás recursos didácticos, deben tener en cuenta las particularidades culturales de cada 

grupo étnico y llevarse a cabo en concertación con las instancias previstas en el artículo 10 

del presente Decreto.

Artículo 21º.- Las organizaciones de los grupos étnicos que al momento de entrar en vigencia 

la Ley 115 de 1994, venían desarrollando proyectos o programas educativos orientados hacia 
la educación por niveles y grados, podrán solicitar su reconocimiento como establecimientos 

educativos de carácter comunitario y como tales deberán ajustarse a las disposiciones de 

carácter pedagógico, organizativo y administrativo, contenidas en las normas legales y 

reglamentarias vigentes.

El Ministerio de Educación Nacional y las Secretarías de Educación Departamentales y 

Distritales, prestarán la asesoría necesaria para facilitar el cumplimiento de esta disposición.

Artículo 22º.- Cuando fuere necesaria la celebración de contratos para la prestación de 

servicios educativos en las comunidades de los grupos étnicos, se preferirá contratar con las 

comunidades u organizaciones de los mismos que tengan experiencia educativa.

De todas maneras dichos contratos tendrán en cuenta los criterios establecidos en el artículo 
63 de la Ley 115 de 1994.

Decreto 1122 de 
1998

Por el cual se 

expiden normas 

para el desarrollo 

de la Cátedra 

de Estudios 

Afrocolombianos, 

en todos los 

establecimientos 

de educación 

formal del país 

y se dictan otras 

disposiciones.

Artículo 1°. Todos los establecimientos estatales y privados de educación formal que ofrezcan 

los niveles de preescolar, básica y media, incluirán en sus respectivos proyectos educativos 

institucionales la Cátedra de Estudios Afrocolombianos, atendiendo lo dispuesto en el artículo 

39 de la Ley 70 de 1993 y lo establecido en el presente decreto.

Artículo 2°. La Cátedra de Estudios Afrocolombianos comprenderá un conjunto de temas, 

problemas y actividades pedagógicas relativos a la cultura propia de las comunidades 

negras, y se desarrollarán como parte integral de los procesos curriculares del segundo grupo 

de áreas obligatorias y fundamentales establecidas en el artículo 23 de la Ley 115 de 1994, 

correspondiente a ciencias sociales, historia, geografía, constitución política y democracia. 
También podrá efectuarse mediante proyectos pedagógicos que permitan correlacionar 

e integrar procesos culturales propios de las comunidades negras con experiencias, 

conocimientos y actitudes generados en las áreas y asignaturas del plan de estudios del 

respectivo establecimiento educativo.

Parágrafo. En armonía con lo dispuesto por el artículo 43 del Decreto 1860 de 1994, las 

instituciones educativas estatales deberán tener en cuenta lo establecido en este artículo, en 

el momento de seleccionar los textos y materiales, para uso de los estudiantes. 

Artículo 3°. Compete al Consejo Directivo de cada establecimiento educativo, con la 

asesoría de los demás órganos del Gobierno Escolar, asegurar que en los niveles y grados del 

servicio educativo ofrecido, los educandos cumplan con los siguientes propósitos generales, 

en desarrollo de los distintos temas, problemas y proyectos pedagógicos relacionados con los 

estudios afrocolombianos: 

•	 a) Conocimiento y difusión de saberes, prácticas, valores, mitos y leyendas construidos 

ancestralmente por las comunidades negras que favorezcan su identidad y la 

interculturalidad en el marco de la diversidad étnica y cultural del país;
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•	 b) Reconocimiento de los aportes a la historia y a la cultura colombiana, realizados por 
las comunidades negras; 

•	 c) Fomento de las contribuciones de las comunidades afrocolombianas en la conservación 

y uso y cuidado de la biodiversidad y el medio ambiente para el desarrollo científico y 
técnico. 

Artículo 4°. Los establecimientos educativos estatales y privados incorporarán en sus 

respectivos proyectos educativos institucionales, los lineamientos curriculares que establezca 

el Ministerio de Educación nacional, con la asesoría de la Comisión Pedagógica Nacional 

de Comunidades negras, en relación con el desarrollo de los temas, problemas y proyectos 

pedagógicos vinculados con los estudios afrocolombianos, atendiendo, entre otros criterios, 

los siguientes:

a) Los principios constitucionales de igualdad y de no discriminación, como base de la 

equiparación de oportunidades; 

b) El contexto socio-cultural y económico en donde se ubica el establecimiento educativo, 

con pleno reconocimiento de las diferencias; 

c) Los soportes técnico-pedagógicos y los resultados de investigaciones étnicas, que permitan 

el acercamiento, la comprensión y la valoración cultural. 

Artículo 5°. Corresponde a los Comités de Capacitación de Docentes Departamentales y 

Distritales, reglamentados mediante Decreto 709 de 1996, en coordinación con las Comisiones 

Pedagógicas Departamentales, Distritales y Regionales de Comunidades Negras, la 
identificación y análisis de las necesidades de actualización, especialización, investigación y 
perfeccionamiento de los educadores en su respectiva jurisdicción, para que las instituciones 

educativas estatales puedan adelantar de manera efectiva, el desarrollo de los temas, 

problemas y actividades pedagógicas relacionados con los estudios afrocolombianos.

Dichos Comités deberán tener en cuenta lo dispuesto en el presente decreto, al momento 
de definir los requerimientos de forma, contenido y calidad para el registro y aceptación 
de los programas de formación permanente o en servicio que ofrezcan las instituciones de 

educación superior o los organismos autorizados para ello.

Igualmente las juntas departamentales y distritales de educación deberán atender lo dispuesto 

en este decreto, al momento de aprobar los planes de profesionalización, especialización y 

perfeccionamiento para el personal docente, de conformidad con lo regulado en el artículo 

158 de la Ley 115 de 1994 y observando lo establecido en el Decreto 804 de 1995.

Artículo 6°. Para efectos de los dispuesto en el inciso primero del artículo 39 de la Ley 70 de 

1993, el Ministerio de Educación Nacional, atendiendo orientaciones del Ministerio de Cultura 

y de la Comisión Pedagógica Nacional de Comunidades Negras, diseñará procedimientos 

e instrumentos para recopilar, organizar, registrar y difundir estudios investigaciones y en 

general, material bibliográfico, hemerográfico y audiovisual relacionado con los procesos y 
las prácticas culturales propias de las comunidades negras como soporte del servicio público 

educativo, para el cabal cumplimiento de lo regulado en el presente decreto.

Artículo 7°. Las secretarías de educación departamentales, distritales y municipales prestarán 

asesoría pedagógica, brindarán apoyo especial a los establecimientos educativos de la 

respectiva jurisdicción y recopilarán diferentes experiencias e investigaciones derivadas del 

desarrollo de los temas, problemas y proyectos pedagógicos relacionados con los estudios 

afrocolombianos y difundirán los resultados de aquellas más significativas.
Artículo 8°. El Ministerio de Educación Nacional, con la asesoría de la Comisión Pedagógica 

Nacional de Comunidades Negras, promoverá anualmente un foro de carácter nacional, 

con el fin de obtener un inventario de iniciativas y de dar a conocer las distintas experiencias 
relacionadas con el desarrollo de los estudios afrocolombianos. 

Artículo 9°. Las escuelas normales superiores y las instituciones de educación superior que 

posean una facultad de educación u otra unidad académica dedicada a la educación, 

tendrán en cuenta experiencias, contenidos y prácticas pedagógicas relacionas con los 

estudios afrocolombianos, en el momento de elaborar los correspondientes currículos y 

planes de estudio, atendiendo los requisitos de creación y funcionamiento de sus respectivos 

programas académicos de formación de docentes. 

Artículo 10. El Ministerio de Educación Nacional y las secretarías de educación departamentales, 

distritales y municipales, proporcionarán criterios y orientaciones para el cabal cumplimiento 

de lo dispuesto en el presente decreto y ejercerán la debida inspección y vigilancia, según 
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sus competencias. 

Artículo 11. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación. 

Ley 725 DE 2001
“Por la cual se 

establece el Día 

Nacional de la 

Afrocolombiani-

dad”.

Artículo 1°. Establécese el Día Nacional de la Afrocolombianidad, el cual se celebrará el 

veintiuno (21) de mayo de cada año.

Artículo 2°. En homenaje a los Ciento Cincuenta (150) años de abolición de la esclavitud en 
Colombia consagrada en la Ley 21 de mayo 21 de 1851, en reconocimiento a la plurietnicidad 

de la Nación Colombiana y la necesidad que tiene la población afrocolombiana de recuperar 

su memoria histórica, se desarrollará una campaña de conmemoración que incluya a las 
organizaciones e instituciones que adelanten acciones en beneficio de los grupos involucrados 
en este hecho histórico, cuya coordinación estará a cargo de la Dirección General de 
Comunidades Negras, Minorías Etnicas y Culturales del Ministerio del Interior.

Artículo 3°. El Gobierno Nacional queda autorizado para efectuar las apropiaciones 

presupuestales necesarias y realizar los traslados requeridos para el cumplimiento de la 

presente ley.

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de su promulgación y sanción.

Directiva 

Ministerial 011 de 

2004. 

(Ministerio de 

Educación

Nacional, 2004

PRESTACION DEL SERVICIO EDUCATIVO EN ENTIDADES TERRITORIALES QUE ATIENDEN POBLACIÓN 
AFROCOLOMBIANA Y RAIZAL 
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Declarado nulo por el art. 1, Sentencia 210 de 2021 del Consejo de Estado.

Sentencia 210 de 

2021 del Consejo 

de Estado.

7.4. Problema jurídico
De acuerdo con el concepto de violación que se expuso en la demanda, el problema jurídico 

que debe solucionarse en esta sentencia puede concretarse en la siguiente pregunta:

¿El Decreto 3323 de 2005 incurre en la causal de nulidad por infracción de las normas superiores 

en que debía fundarse por desconocimiento del Convenio 169 de la OIT; los artículos 4, 7, 13, 

68, 70, 72, 93 y 125 de la Constitución Política; el artículo 1 de la Ley 70 de 1993; el 62 de la 

Ley 115 de 1994; el artículo 11 del Decreto 804 de 1995, así como las Sentencias C-208 de 

2007 y C-666 de 2016, en lo que respecta al derecho a la identidad cultural y a la educación 
étnicamente diferenciada?

La Sala atenderá el siguiente orden metodológico a fin de abordar el estudio de los ítems con 
fundamento en los cuales responderá el interrogante planteado: (i) el mandato constitucional  

de protección de la identidad cultural; (ii) el derecho fundamental a la educación 
étnicamente diferenciada (iii) el derecho de acceso al empleo público y la provisión de 
cargos públicos mediante concurso de méritos; (iv) el servicio público educativo estatal y 

el sistema de carrera administrativa son materias sometidas a reserva de ley; (v) el acceso 

al empleo público de etnoeducador; (v) la jurisprudencia constitucional en relación con la 

omisión legislativa relativa en materia de vinculación al empleo público de etnoeducador; 

(vi) el Decreto 3323 de 2005 y (vii) la solución del caso concreto.



GESTIÓN DIRECTIVA

Construyendo entre todas y todos una educación
para la vida con Equidad, Excelencia y Bienestar

Sentencia 210 de 

2021 del Consejo 

de Estado.

Estas normas permiten concluir que la prestación del servicio de educación por parte del 

Estado, al igual que los asuntos estructurales de la función pública, como lo es el sistema 

de carrera, son materias sometidas a reserva de ley. En primer lugar porque al tratarse de 

un servicio público, queda comprendido dentro de las hipótesis que expresamente prevé 
el artículo 150 Superior para que sean reguladas por el Congreso de la República (numeral 
23). En segundo lugar, porque resulta innegable que, dogmáticamente, tanto la educación 

como la carrera administrativa se encuentran estrechamente relacionadas con la realización 
del modelo de Estado Social de Derecho y la satisfacción de sus fines esenciales, del interés 
general o de principios transversales como el democrático.

En efecto, el marco jurídico anunciado sirvió de sustento para que la Corte Constitucional 

predicara la existencia de reserva legal frente al sistema normativo de los etnoeducadores, 

consideraciones que resultan aplicables de manera general al servicio público educativo y a 

la carrera docente:

[…] resulta constitucionalmente inadmisible que se deje en cabeza del Gobierno la 

competencia para estructurar y regular, por vía de un decreto reglamentario, el régimen 

jurídico de vinculación al servicio educativo estatal de los docentes y directivos docentes 

indígenas, así como también la adopción de las medidas necesarias para implementar un 

sistema de carrera especial ajustado a las condiciones y formas de vida de las distintas etnias 

[…][47]

En conclusión, los artículos 67, 68, 125 y 365 Constitucionales, en armonía con los artículos 1, 2, 

40 y 150 ejusdem, consagran una reserva de ley en lo que se refiere a la prestación del servicio 
público educativo y a la carrera docente.

Ahora bien, un segundo argumento de los demandantes razona que, por el hecho de ser un 
decreto reglamentario del Decreto Ley 1278 de 2002, la norma acusada extendió la aplicación 

del régimen de carrera docente general a los maestros estatales de las comunidades negras, 

raizales y palenqueras, desconociendo que el sistema de vinculación y administración del 

empleo docente y directivo docente en estas poblaciones merece una regulación especial, 

que atienda sus necesidades culturales específicas.
Por esta vía, estimaron vulneradas las siguientes normas: el Convenio 169 de la OIT; los artículos 

4, 7, 13, 68, 70, 72, 93 y 125 de la Constitución Política; el artículo 1 de la Ley 70 de 1993; el 62 

de la Ley 115 de 1994; el artículo 11 del Decreto 804 de 1995, así como las Sentencias C-208 

de 2007 y C-666 de 2016.

Frente a esta censura, la tesis de la Sala es que le asiste mérito a los demandantes y, por lo 

tanto, hay lugar a anular el acto administrativo enjuiciado. Con tal fin, se apela a los siguientes 
razonamientos.

Aunque es cierto que el concurso público de méritos es aplicable a la vinculación de los 

docentes estatales que se desempeñan al servicio de los pueblos negros, afrodescendientes, 

raizales y palenqueros, no cabe duda de que el Convenio 169 de la OIT, en armonía con los 

artículos 7, 67 y 68 constitucionales, exigen la creación de un sistema de etnoeducación en 

el que, por supuesto, uno de los aspectos que se regulen de manera especial sea el régimen 

jurídico para acceder y permanecer en tales cargos. Así lo reafirman las Sentencias C-666 de 
2016 y SU-011 de 2018.

A juicio de la Sala, el Decreto 3323 de 2005 desconoce el principio de diversidad étnica y 

cultural en sus manifestaciones como derecho fundamental a la identidad cultural y educativa.
Como se explicó ampliamente en los acápites que anteceden, la diversidad étnica y 

cultural se encuentra contemplada en la Constitución de 1991, en el catálogo de principios 

fundamentales del Estado. Su estrecho vínculo con otros principios y valores que son 
transversales a la Carta Política es innegable. En efecto, su consagración se proyecta como 

la expresión de un Estado pluralista, democrático y participativo. Además, otro de los mayores

sustentos del referido mandato es la igualdad, que se manifiesta desde el reconocimiento de 
la diferencia con el propósito de evitar que a raíz de ella se generen tratos segregacionistas 

pero también para promover la salvaguarda de aquellos rasgos culturales que distinguen a 

las comunidades étnicas de la población mayoritaria, como una forma de discriminación 

positiva.  

Desarrollo de aquel principio es el derecho a la identidad cultural y, a su vez, una expresión 
de este último se encuentra en el derecho fundamental que tienen los grupos negros, 
raizales, palenqueros y afrocolombianos a cultivar, conservar y transmitir sus tradiciones, usos, 

costumbres, creencias, lengua, valores y en general su forma de ver y vivir la vida.
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También se indicó que la principal herramienta para alcanzar dicho objetivo es la educación 
que se imparte a quienes son integrantes de estos grupos sociales. De allí la importancia de que 

el Estado adopte todas las medidas necesarias para salvaguardar el derecho que les asiste 
a recibir un servicio educativo étnicamente diferenciado, que responda a sus necesidades 

culturales a través del diseño de programas de formación especiales.

En el caso que ocupa la atención de la Sala, ha quedado establecido que el ámbito de 
aplicación del Decreto 1278 de 2002 es ajeno a las comunidades negras, afrocolombianas, 

raizales y palenqueras toda vez que, en atención a los derechos de identidad cultural e identidad 
educativa, estas merecen un régimen jurídico especial de vinculación y administración del 

personal oficial docente que ha de impartir la enseñanza en sus poblaciones.
Así las cosas, dado que el Decreto 3323 de 2005 se expidió como una norma reglamentaria 

del Decreto 1278 de 2002 con el fin de regular el concurso para el ingreso de etnoeducadores  
afrocolombianos y raizales a la carrera docente, la Sala concluye que aquel transgredió 

el principio de identidad étnica y cultural en la medida en que obvió la creación de 

un verdadero sistema normativo especial que atendiera a las necesidades educativas 

igualmente especiales que tienen las referidas comunidades étnicas, sistema que, además, 

correspondía establecer al legislador.

En efecto, otro importante motivo para la prosperidad de las pretensiones que formularon 

los demandantes se encuentra en la transgresión del principio de reserva de ley. Según se 

afirmó, esta figura constituye un límite inquebrantable a la potestad reglamentaria pues, 
habiéndose reservado un asunto al legislador, no es dable que la administración entre a 
regular los aspectos centrales de la materia en cuestión. En ese sentido, la reserva legal es 

un mecanismo constitucional que permite proteger el reparto de competencias entre el 

legislador y la administración pública o, si se quiere, entre la ley y el reglamento.

En las normas que la parte demandante consideró vulneradas se encuentran aquellos artículos 

constitucionales que consagran la reserva de ley tratándose del servicio público educativo 

y del sistema de carrera. En este caso, ha quedado suficientemente claro que el Decreto 
3323 de 2005 goza de naturaleza reglamentaria en cuanto fue expedido por el presidente 

con fundamento en el artículo 189 Superior, numeral 11. También se explicó que a la fecha 
no existe una norma con rango y fuerza de ley que consagre un régimen especial respecto 

de las relaciones entre el Estado y el personal docente de las comunidades étnicamente 

diferenciadas.

Visto lo anterior, resulta plausible sostener que el acto administrativo examinado desconoció 

los artículos 67, 68, 125, 150 y 365 Constitucionales toda vez que no tenía una cobertura legal 

apropiada a partir de la cual pudiera concluirse que su expedición obedeció al debido 

ejercicio de la potestad reglamentaria de que goza el Gobierno Nacional y no a la usurpación 

de una función propia del Congreso de la República.
En conclusión, el Decreto 3323 de 2005 incurrió en la causal de nulidad por infracción de las 

normas superiores en que debía fundarse por desconocimiento del Convenio 169 de la OIT; 

los artículos 7, 67, 68, 125, 150 y 365 de la Constitución Política; así como las Sentencias C-208 

de 2007 y C-666 de 2016 de la Corte Constitucional.

Lo anterior puesto que no respetó los derechos fundamentales a la identidad cultural y 
educativa que se derivan del principio de diversidad étnica y cultural, como tampoco el 

mandato de reserva legal que previó el constituyente en materia de servicio público educativo 

y de carrera docente. En tales condiciones, procede declarar la nulidad del Decreto 3323 de 

2005.

Finalmente, la Sala observa que, al desarrollar el concepto de violación y la argumentación 

relativa a la nulidad de la disposición acusada, la parte demandante indicó que debía 

ordenarse el reintegro, sin solución de continuidad y con nombramientos en propiedad,

de los etnoeducadores despedidos desde el año 2004. Al respecto, cabe recordar 
que la vía por la que se tramitó la demanda corresponde al medio de control de 
nulidad simple, luego no resulta ser el mecanismo procesal idóneo para formular 
solicitudes de dicha naturaleza, tendentes a lograr el restablecimiento de algún 
derecho.
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9. DECISIÓN
Por las anteriores consideraciones, la Subsección A, Sección Segunda del Consejo de Estado 

anulará el Decreto 3323 de 2005, el 140 de 2006 y los artículos 2.4.1.2.1. a 2.4.1.2.18. del Decreto 

Único Reglamentario del Sector Educación.
Es preciso recordar que, desde 1915[68], la jurisprudencia de esta Corporación ha señalado 
de manera reiterada que los efectos en el tiempo de la declaración de nulidad de los actos 

administrativos generales se retrotraen hasta el momento de su expedición, esto es, que se 
entiende que esta ha existido desde entonces o desde siempre (ex tunc)[69]. No obstante, 
también ha definido que los efectos hacia el pasado no comprenden aquellas situaciones 
jurídicas consolidadas, que son las que por cualquier circunstancia no admiten más discusiones 

ante la administración ni ante la jurisdicción; por ello, la nulidad del acto general frente a esas 

situaciones solo rige desde el momento en el que es declarada y hacia el futuro (ex nunc)
[70]_[71].

En ese orden de ideas, a pesar de que la presente decisión tiene efectos retroactivos a la fecha 
de expedición de los actos administrativos anulados, las situaciones jurídicas consolidadas no 

podrán modificarse con ocasión de lo aquí resuelto.
En mérito de lo expuesto el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 

Segunda, Subsección A, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad 
de la ley,

FALLA
Primero: Declarar la nulidad del Decreto 3323 de 2005[72] y, por conformar unidad normativa 

con este, la del Decreto 140 de 2006[73] y la de los artículos 2.4.1.2.1. a 2.4.1.2.18. del Decreto 

Único Reglamentario del Sector Educación, de acuerdo con la parte motiva de esta 
providencia.

La presente decisión no podrá servir de fundamento para modificar las situaciones jurídicas 
consolidadas.

Segundo: Exhortar al Congreso de la República para que, con la debida garantía de la 
consulta previa, expida un régimen especial que regule las relaciones entre el Estado y el 

personal docente de las comunidades étnicamente diferenciadas.

Tercero: Ejecutoriada esta providencia, archívese el expediente y háganse las anotaciones 
pertinentes en el programa informático correspondiente.

DECRETO 140 DE 
2006

por el cual 

se modifica 
parcialmente 

el Decreto 3323 

de 2005 y se 

reglamenta 

el proceso 

de selección 

mediante 

concurso especial 

para el ingreso de 

etnoeducadores 

afrocolombianos 

y raizales a la 

carrera docente, 

se determinan 

criterios para 

su aplicación y 

se dictan otras 

disposiciones.

Declarado nulo por el art. 1, Sentencia 210 de 2021 del Consejo de Estado. 
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Sentencia 
C-666 de 2016. 
Comunidades 

negras. 

Primero.- Declarar EXEQUIBLE el inciso primero del artículo 2º del Decreto Ley 1278 de 
2002, “por el cual se establece el estatuto de profesionalización docente”, siempre y 

cuando se entienda que el mismo no es aplicable a los docentes y directivos docentes 

en los establecimientos educativos estatales que prestan sus servicios a las comunidades 

negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras y a aquellas ubicados en sus territorios. 

Segundo.- DIFERIR los efectos de la presente decisión por el término de un (1) año contado a 
partir de la notificación de la presente Sentencia.  


